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ACCIONANTE: LUIS ALBEIRO CORREA CARDONA 
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ASUNTO: IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDENCIA / CASO: SENTENCIA ANTICIPADA POR ACEPTACIÓN DE CARGOS.
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.   Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. (…) 
… la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela…”. (…)
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1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el señor Luis Albeiro Correa Cardona en contra del Juzgado 1º Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira por considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad procesal, la equidad, la presunción de inocencia e indubio pro reo, imparcialidad, la libertad y  dignidad humana.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

2.1. Del extenso escrito, se extrae que el señor Luis Albeiro Correa Cardona, quien se encuentra recluido en el establecimiento carcelario de esta capital,  no está de acuerdo con la sentencia proferida en su contra por parte del Juzgado 2º Penal del Circuito de esta capital dentro de la investigación que adelantó la Fiscalía 1ª Especializada local, en la que resultó condenado, por aceptación de los cargos que le fueron imputados, por los delitos de secuestro simple, hurto calificado y agravado en concurso homogéneo, concierto para delinquir.  Al respecto, relató lo siguiente:

i) Señaló que en la audiencia de formulación de imputación no aceptó los cargos por cuanto no cometió delito alguno, si se tiene en cuenta que es una persona de 64 años de edad, sin antecedentes, responsable y cumplidor del deber; ii) consideró que su defensor “lo amenazó” al decirle que si no aceptaba los cargos según el preacuerdo con la Fiscalía, se iría a un juicio donde iba a ser condenado a 40 años de prisión; además, de la promesa de la defensa de que si aceptaba dicha negociación, se le concedería la prisión domiciliaria, y que siendo una persona mayor de 60 años podía quedar muy pronto en libertad y en ese sentido, “lo tomara como unas vacaciones”; iii) manifestó que se encuentra metido en un “problemón” cuando aceptó los cargos, toda vez que fue engañado al haber sido condenado a 225 meses de prisión y a una multa de $354.104.160, penas que nunca podrá cumplir por su edad y estado de marginalidad en que se encuentra; iv) criticó que dentro del expediente no obran pruebas que demuestren que es la persona que señalaron como “el socio”, por lo que consideró que se trató de “un falso positivo”; de tal manera, que fue sentenciado sin el convencimiento más allá de toda duda y sin darle la oportunidad de defenderse; v) consideró que se le debe asignar un abogado especializado en revisiones de procesos y un investigador de la Defensoría del Pueblo para que se verifiquen las inconsistencias que se dio en su caso, ya que la jueza de conocimiento corroboró la versión de los supuestos informantes, sin investigar el origen de las declaraciones dadas en su contra.
En el acápite de pretensiones, el actor relacionó las siguientes: i) dejar sin efecto la decisión tomada por la juez demandada hasta tanto se despliegue la investigación pertinente, ante la vulneración de sus derechos fundamentales al  debido proceso, a la igualdad procesal, la equidad, la presunción de inocencia e indubio pro reo, imparcialidad, la libertad y  dignidad humana, de los cuales invoca su protección,  y en tal sentido, ii) se “declare la obligación” de realizar una acción de revisión por parte de la judicatura. 
3. RESPUESTA A LA ACCIÓN DE TUTELA
        

3.1. INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO 

El Procurador Judicial Penal II, 150  de esta ciudad, informó que el señor Luis Albeiro Correa Cardona, junto con otras individuos, fue capturado por la comisión de los delitos de hurto, porte de armas, secuestro y concierto para delinquir, toda vez que tal grupo perpetró cuatro asaltos a fincas ubicadas en Altagracia, Pereira y Santa Rosa de Cabal entre julio y octubre de 2018, los cuales ingresaban armados, reducían a sus víctimas y se apropiaban de sus pertenencias, previa retención transitoria de las personas. 

Indicó que el señor Correa Cardona aceptó los cargos en la audiencia de formulación de acusación ante el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta capital el 17 de agosto de 2018, en donde fue interrogado de manera intensa por la señora jueza sobre el entendimiento que tenía sobre las consecuencias de la aceptación de los cargos.  Por lo tanto, el 4 de septiembre de 2018 se dictó la correspondiente sentencia en la que se condenó al actor a la pena principal de 225 meses de prisión como coautor de los delitos de hurto calificado y agravado, secuestro y concierto para delinquir.

En cuanto a lo manifestado por el accionante sobre la vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y la libertad ante la aceptación de los cargos movido por el miedo que le infringió el propio defensor y porque fue condenado sin haber tenido la oportunidad de exhibir pruebas en el juicio oral, consideró que tales argumentos deben ser rechazados, si se tiene en cuenta que tal aceptación se hizo de manera libre y voluntaria, según se desprende de los registros de la audiencia del 17 de agosto de 2018 en la que la Jueza 2ª Penal del Circuito reiteradamente le explicó las consecuencias de su aceptación y sin que se observara duda alguna por parte del actor.  Al respecto, observó que la rebaja por preacuerdo no era viable, debiéndose aplicar lo dispuesto en el artículo 349 del C.P.P. conforme a la jurisprudencia de la C.S.J.  Igualmente, consideró que no se pueden tildar como  amenazas las advertencias que un profesional del derecho le hace su representado sobre lo que puede sobrevenir en caso de someterse a un juicio oral.
Sin embargo, observó una irregularidad en la falta de motivación en la sentencia condenatoria, según lo siguiente: i) no se precisaron las pruebas en las que se fundamentó la decisión, ya que se menciona genéricamente una “fuente humana”, sin decir quién, ni si en ellas interviene el actor, ni qué es lo que se dice de ellas. Se habla de un interrogatorio, sin que se sepa quién lo rindió ni como vincula al señor Correa Cardona; ii) en las terminaciones anticipadas, el juez debe hacer una valoración completa de las pruebas individualmente consideradas y en conjunto, lo que en este caso no ocurrió; iii) en cuanto al delito del secuestro, se debió abordar el tema de la necesidad de la privación de la libertad para la comisión de los hurtos, si el tiempo de dicha retención en cada uno de los eventos se requirió para la consumación del delito, o si se excedió, se trataría entonces de un secuestro; iii) con respecto al porte de armas se pregunta, qué clase de armas de fuego, cuál era su calibre, cuántas armas de fuego y cuál era el estado de su funcionamiento?
Consideró que el accionante tiene derecho a conocer el análisis probatorio que lo lleva a una condena, por lo que la sentencia condenatoria debe ser nulitada y vuelta a estructurar con el análisis echado de menos (Fls. 21-25)
3.2.  Ni el Juzgado 2º Penal del Circuito ni la Fiscalía 1ª Especializada, ambos de esta ciudad, se pronunciaron frente a la demanda.  Sin embargo, el juzgado accionado envió una copia de la sentencia condenatoria proferida en contra del señor Corre Cardona y de un CD contentivo de la audiencia del 17 de agosto de 2018.
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que señala que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Colegiatura.

4.2. Problema jurídico
Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades judiciales accionada y vinculada a este trámite vulneraron algún derecho fundamental al señor Albeiro Correa Cardona, que amerite la concesión del amparo o si la demanda es improcedente por configurarse alguna de las causales contempladas en el Decreto 2591 de 1991.
4.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.   Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

4.5. Como quiera que en el asunto objeto de estudio, tiene que ver con la inconformidad del accionante frente a sentencia condenatoria proferida por el Juzgado 2º  Penal del Circuito de esta ciudad, resulta necesario señalar que la posibilidad de demandar determinaciones  judiciales por vía de tutela no ha sido un asunto pacífico en el ámbito judicial. Sin embargo, en la jurisprudencia pertinente se ha indicado que se puede controvertir una decisión judicial por esta vía cuando ella constituye lo que se conoce como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por la Corte Constitucional sobre el tema así:

“ (…) es posible que ciertas actuaciones de los jueces, aunque bajo el ropaje o disfraz de providencias, no sean tales sino verdaderas vías de hecho, para llegar a las cuales se  adoptan medios ostensiblemente contrarios  al ordenamiento jurídico, bien por utilización de un poder para un fin no previsto,  en la legislación, (defecto sustantivo), bien por ejercicio de la atribución por un órgano distinto a su titular o excediendo la misma  (defecto orgánico), por la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos determinantes  del supuesto legal ( defecto fáctico), o bien por la actuación al margen del procedimiento establecido (defecto procedimental)”.
 

4.5.1. De acuerdo con lo anterior, la Corte Constitucional en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.
Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) 
Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello.

ii) 
Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

iii) 
Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv)
Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) 
Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi) 
Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

vii) 
Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01). 

viii) 
Violación directa de la Constitución. (…)” (Negrillas originales)

4.5.2.  En lo que tiene que ver con el derecho fundamental al debido proceso, el artículo 29 de la Constitución Política determinó lo siguiente (T-081 de 2009):

 
“Se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.
 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.
 
Toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.
 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación al debido proceso”.
 
El derecho al debido proceso contiene de este modo, entre otros el derecho a la defensa, que implica la facultad de ser escuchado en un proceso en el cual se está definiendo la suerte de una controversia, pedir, aportar y controvertir pruebas, formular alegaciones e impugnar las decisiones. El debido proceso, como ya lo ha establecido esta Corporación, “no es solamente poner en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Ihering. Con este método se estaría dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es más que eso, es el proceso justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo”[12].
 
El derecho a la defensa debe estar garantizado en todo el proceso, y su primera garantía se encuentra en el derecho de toda persona al conocimiento de la iniciación de un proceso en su contra en virtud del principio de publicidad.
 
(…) Es así parte esencial del derecho al debido proceso la facultad de ser oído, ya que en caso contrario, es decir, en caso de desarrollo de una litis en el que a una de las partes no se le brindó la posibilidad de defenderse “sería la forma más radical de vulneración del derecho fundamental al debido proceso y de defensa”[14].
 
(…) Considerando precisamente esta posible vulneración al debido proceso, la ley prevé la medida procesal de anulación de las actuaciones surtidas con posterioridad al vicio y que resulten afectadas por éste, señalando expresamente las causales correspondientes en los diversos códigos de procedimiento, “en tanto que lo considera un defecto sustancial grave y desproporcionado que merece protección del derecho a la defensa del demandado”[17] .  (Subrayas propias)
4.5.3. La procedencia excepcional de la tutela: La Corte Constitucional ha señalado que existen al menos dos excepciones a la regla general para la procedencia de la acción de tutela
: (i) cuando la persona afectada no tiene un mecanismo distinto y eficaz a la acción de tutela para defender sus derechos porque no está legitimada para impugnar los actos administrativos que los vulneran
 o porque la cuestión debatida es eminentemente constitucional
, y (ii) cuando se trata de evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable
.  Sobre la irremediabilidad del perjuicio, la Corte Constitucional
 estima indispensable concurran las siguientes notas características: “(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; (iv) la impostergabilidad de la tutela, que implica acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales
 ”.  
Es que no basta la constatación de cualquier perjuicio, en sede de tutela es insuficiente pregonar que todo daño pueda precaverse por esta excepcionalísima vía, debe estar provisto de las características apuntadas, explica la Corte
: “En consecuencia, no todo perjuicio puede ser considerado como irremediable, sino solo aquel que por sus características de inminencia y gravedad, requiera de medidas de protección urgentes e impostergables.”.

4.6. DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el presente asunto, señor Luis Albeiro Correa Cardona acude al juez de tutela con el fin de que se amparen sus derechos al debido proceso, a la igualdad procesal, la equidad, la presunción de inocencia e indubio pro reo, imparcialidad, la libertad y  dignidad humana, los que consideró vulnerados por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta ciudad al haberlo condenado a 225 meses de prisión por los delitos delitos de secuestro simple, hurto calificado y agravo en concurso homogéneo, concierto para delinquir, ya que según sus afirmaciones, fue sentenciado sin que hubiera prueba alguna que lo vinculara a esa causa; por lo tanto, solicitó que se decrete la nulidad de dicho fallo y en su lugar, se disponga su revisión. 
4.6.2.  Revisado el  registro (audio y video) de la audiencia llevada a cabo el 17 de agosto de 2018 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta capital, se  desprende lo siguiente:

· En el momento en que el Despacho se disponía a continuar con la audiencia de formulación de acusación, los defensores, de los señores Luis Albeiro Correa Cardona (Dr. Fusthel Antonio Manyoma Gil, Defensor Público) y Julio César Rozo Gutiérrez (Dra. Nidia Castillo Vargas, Defensora Pública),  dieron a conocer que era el deseo de sus representados realizar una aceptación de los cargos que les habían sido imputados.  
· Los procesados indicaron que era su deseo de renunciar a guardar silencio con el fin de aceptar los cargos.

· El Delegado de la Fiscalía General de la Nación procedió e individualizar a los imputados, relacionando los hechos y cargos por los que estaban siendo acusados.  Al señor Luis Albeiro Correa Cardona lo acusó por el concurso heterogéneo de conductas punibles de concierto para delinquir, hurto calificado y agravado en concurso homogéneo, cuatro eventos, secuestro simple y fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, tipificados en los artículos 31, 168, 239, 240, 241, 340 y 365 del C.P.
  De igual manera, continuó que el otro procesado.

· Acto seguido, los acusados fueron interrogados por la jueza de conocimiento sobre si habían a interrogar a los acusados, quienes aceptaron los cargos de forma libre, consciente y voluntaria, sin ninguna coacción o amenaza, manifestaron que fueron debidamente asesorados por parte de su defensa sobre las consecuencias de su aceptación, previa advertencia de su derecho a guardar silencio
.  
· Verificada la aceptación de cargos, se continuó con la audiencia de individualización de pena y sentencia, se corrió traslado a las partes con relación a lo dispuesto en el artículo 447 del C.P.P.

· La audiencia continuó únicamente con respecto al señor Luis Albeiro Correa Cardona, toda vez que la defensora del otro procesado solicitó su aplazamiento.

· El Delegado de la FGN indicó las condiciones civiles y socio familiares del penalmente responsables y explicó que el mismo no tenía derecho a subrogados y beneficios.

· El abogado Manyoma Gil informó que su prohijado haría todas las solicitudes correspondientes ante los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. 

· Se decretó la ruptura de la unidad procesal frene a la radicación que se generó con respecto a la sentencia que se dictaría en contra del señor Luis Albeiro Correa Cardona, por lo que se solicitó al Delegado de la FGN el nuevo número de radicación.
4.6.3.  En la sentencia fue proferida el 4 de septiembre de 2018 por el Juzgado 2º  Penal del Circuito de esta ciudad, por medio de la cual se condenó al señor Correa Cardona a 225 meses de prisión y multa $354.104.160, por haberlo hallado responsable de los  delitos de secuestro simple, hurto calificado y agravado, en concurso homogéneo, cuatro eventos, concierto para delinquir y fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, se consideró en al acápite de la punibilidad, lo que a continuación se relaciona (Fls 29-33):
       “(…)  Conductas que son subjetivamente típicas, ya que de los elementos con vocación probatoria recaudados por los investigadores de la Fiscalía General de la Nación, se evidencia que el señor Luís Albeiro Correa Cardona tenía conocimiento consciente, que repartirse labores con otras personas, para apoderarse de bienes ajenos, con el fin de obtener provecho ilícito, con intimidación de las víctimas con armas de fuego y privándolas de su derecho a la locomoción, porque las encerraron para ejecutar los actos latrocidas y se fueron dejándolas limitadas de su libertad, son conductas definidas en la Ley Penal como delitos, tanto así, que llegaron a los sitios donde iban a realizar los latrocinios en la noche, para aprovechar la oscuridad y la soledad de las horas nocturnas, usaron pasamontañas para evitar que sus rostros fueran vistos, con el fin de ocultar su identidad y así no ser fácilmente reconocidos, de allí que puede afirmarse, sin temor a equívoco, que está demostrada la tipicidad subjetiva de las conductas, porque actuó con dolo.

        Asimismo, se evidencia en los elementos probatorios, que está contundentemente establecido que se afectaron, sin justa causa, la libertad individual, el patrimonio económico de las víctimas y la seguridad pública, bienes protegidos por el Código Penal en el libro II, títulos III, VII y XII, sin que se advierta la existencia de ninguna causal de justificación, pues privar del derecho a la locomoción a los ocupantes de los predios, a quienes además intimidaron con armas de fuego, sin tener permiso para su porte, para apoderarse de sus bienes, es un actuar muy dañino y ofensivo, con mayor razón cuando el acusado se reunió con otras personas y acordó la realización de los hurtos con la finalidad de hacer más seguro y efectivo el actuar ilícito de despojar de sus bienes a los ocupantes de las fincas Guayacanes, Naranjal, Villa Juliana y La Bamba.

        Lo anterior conlleva al reproche punitivo, porque a pesar de tener el deber de actuar conforme con las normas penales y capacidad de comprensión y autodeterminación, el señor Luís Albeiro Correa Cardona realizó, en coparticipación criminal, las conductas vulneradoras de los bienes jurídicos protegidos por la ley penal.

       Como el señor Luís Albeiro Correa Cardona, al momento de iniciarse la audiencia de formulación de acusación, aceptó en forma libre, espontánea, consciente y debidamente informado, los cargos que le imputó el Delegado de la Fiscalía General de la Nación, de conformidad con el artículo 293 del Código de Procedimiento Penal, lo actuado es suficiente como acusación, por ello, se procede a individualizar la pena.”
4.6.4.   Obra en la foliatura una copia de la consulta en la página web de la Rama Judicial al proceso radicado al No.660016100000201800012, de la que se desprende que la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta ciudad cobró ejecutoria el 4 de septiembre de 2018 y que el mismo fue recibido en los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital el 25 de septiembre de dicha anualidad (Fls. 26 y 27). 

4.6.5. En el presente asunto es claro concluir lo siguiente:

i) En primer lugar que el señor Luis Albeiro Correa Cardona luego de allanarse a los cargos de manera libre, consciente, voluntaria, espontánea y con la asesoría de un profesional del derecho que lo acompañó en ese trámite, resultó condenado por los delitos de secuestro simple, hurto calificado y agravado, en concurso homogéneo, cuatro eventos, concierto para delinquir y fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones. De tal manera, que ahora no puede insinuar el accionante que aceptó los delitos que le fueron endilgados bajo supuestas amenazas que el defensor le hizo, pues de ello no quedó constancia en las audiencias celebradas. Además, el principio de “irretractabilidad”, según el cual, cuando una persona que ha decidido de manera libre, consiente y voluntaria, admitir su responsabilidad dentro de la actuación penal la comisión de las conducta que se le han atribuido, y con ocasión de ello, se profiere la respectiva sentencia, no puede luego retractarse de esa aceptación, máxime que en este asunto, la sentencia condenatoria proferida en contra del señor Correa Cardona quedó ejecutoriada el mismo día en que se dictó el fallo condenatorio, es decir el 4 de septiembre de 2018. Al respecto ha dicho la Corte Suprema de Justicia: 

“La Corte ha indicado que la limitación a la posibilidad de discutir o controvertir los términos de las aceptaciones o acuerdos, ha sido normativamente regulada por la ley a través de lo que la doctrina y la jurisprudencia ha denominado principio de irretractabilidad
, que comporta, precisamente, la prohibición de  desconocer el convenio realizado, ya en forma directa, como cuando se hace expresa manifestación de deshacer el convenio, o de manera  indirecta, como cuando a futuro se discuten expresa o veladamente sus términos.  

La aceptación o el acuerdo no sólo es vinculante para la fiscalía y el implicado. También lo es para el juez, quien debe proceder a dictar la sentencia respectiva, de conformidad con lo aceptado o convenido por las partes, a menos que advierta que el acto se encuentra afectado de nulidad por vicios del consentimiento, o que desconoce garantías fundamentales, eventos en los cuales debe anular el acto procesal respectivo para que el proceso retome los cauces de la legalidad, bien dentro del marco del procedimiento abreviado, o dentro de los cauces del juzgamiento ordinario.      

Y si bien es cierto que por estos mismos motivos, es decir, cuando el proceso abreviado se adelanta con fundamento en una aceptación o acuerdo ilegal, o con quebrantamiento de las garantías fundamentales, los sujetos procesales están legitimados para buscar su invalidación en las instancias o en casación, también resulta claro que estas nociones difieren sustancialmente del concepto de retractación, que implica, como se ha dejado visto, deshacer el acuerdo, arrepentirse de su realización, desconocer lo pactado, cuestionar sus términos, ejercicio que no es posible efectuar cuando su legalidad ha sido verificada y la sentencia dictada.”
  (Subrayas nuestras)
ii) Significa lo anterior que  el accionante o su defensor tuvieron tuvo la oportunidad de utilizar el recurso de apelación establecido en la ley para la protección de sus derechos fundamentales, lo cual no aconteció a lo cual no acudieron; es decir, desaprovecharoó los medios idóneos para que la decisión objeto de descontento hubiera sido revisada por el mismo funcionario o el superior jerárquico del juzgado accionado, por lo que tal omisión procesal  constituye razón para concluir la improcedencia del amparo solicitado, debido precisamente a su carácter subsidiario.   En tal sentido, se debe reiterar que este trámite constitucional no es una instancia paralela o complementaria a la del juez natural y mucho menos un medio para revivir términos que ya culminaron, tal como lo indicó la Corte Constitucional en la Sentencia T-1694 de 2000 cuando señaló lo siguiente: “…si pese a las ocasiones de defensa dentro del proceso y a las posibilidades de impugnación del fallo que le otorgaba el sistema jurídico en obedecimiento a claros principios constitucionales (artículos 29 y 31 de la Carta), el interesado se abstuvo de utilizar los mecanismos a su disposición, tampoco puede acudir a la institución de la tutela como última tabla de salvación de sus pretensiones, por cuanto ello implica el alegato de su propia incuria contra el principio universalmente aceptado y desvirtúa el carácter subsidiario de la acción.  

(…) Quien no ha hecho uso oportuno y adecuado de los medios procesales que la ley le ofrece para obtener el reconocimiento de sus derechos o prerrogativas se abandona voluntariamente a las consecuencias de los fallos que le son adversos. De su conducta omisiva no es responsable el Estado ni puede admitirse que la firmeza de los proveídos sobre los cuales el interesado no ejerció recurso constituya transgresión u ofensa a unos derechos que, pudiendo, no hizo valer en ocasión propicia.  Es inútil, por tanto, apelar a la tutela, cual si se tratara de una instancia nueva y extraordinaria, con el propósito de resarcir los daños causados por el propio descuido procesal”.

iii) En torno a la  valoración probatoria realizada por el juzgado accionado para sustentar la condena, no es posible llevar a cabo su revisión toda vez que dichos aspectos escapan al análisis que debe efectuarse en sede de la acción de tutela, porque no es posible prescindir de la jurisdicción ordinaria, la cual fue igualmente instituida para salvaguardar las garantías de los sujetos procesales y que contiene los instrumentos idóneos para corregir las eventuales y presuntas irregularidades, por tanto, si algún tipo de inconformidad le asistía al accionante frente al particular en desarrollo de la audiencia en la que decidió libre y voluntariamente los cargos que le fueron imputados, debió presentar allí los soportes probatorios que según sus dichos, se echaron de menos.  
iv) Por lo tanto, no es posible que el Procurador Judicial Penal II, 150 que emitió el concepto dentro de esta acción constitucional pretenda que se precisen las pruebas en las que se fundamentó la funcionaria accionada cuando condenó al señor Correa Cardona, ni que se aclare el tema del secuestro, toda vez que en la vista pública del 17 de agosto de 2018 en la que se verificó el allanamiento de los cargos por parte del señor Correa Cardona, no se contó con la intervención del Ministerio Público, según el acta respectiva de la audiencia.  Por lo tanto, se debe tener en cuenta lo reiterado por la Corte Suprema de Justicia, cuando señaló que: “en la hipótesis en que el incriminado acepta la imputación -por allanamiento o preacuerdo en alguna de las oportunidades que la ley procesal auspicia el mismo-, las propias normas rituales han excluido la posibilidad de la retractación y por consiguiente, no dan vía a discrepar con la sentencia mediante la incoación de los recursos, cuando es emitida congruente con dicha expresión libre, consciente, voluntaria y plenamente garante de los derechos fundamentales, con asistencia de su abogado defensor.

“(…) Restringida por tanto la viabilidad de impugnar una sentencia que ha culminado como efecto de allanamiento a la imputación o preacuerdo con la Fiscalía, con estricta exclusividad a aquellas hipótesis de violación de garantías, es muy claro que cuando el incriminado renuncia al juicio oral, bajo el entendido que dicha solución pactada en procura de obtener una rebaja punitiva ha sido la resultante de que el indiciado sopese directamente el grado de compromiso que tiene frente al delito, esto es, que dada la valoración de su propia situación frente a la imputación delictiva que se le hace y la conveniencia de asumir las consecuencias penales del mismo en forma anticipada o acelerada, ello apareja, entre otros efectos, que la declaración de su responsabilidad no se defina en un juicio oral y abierto con debate probatorio, pues es bien sabido que la decisión no se funda en pruebas, bajo el técnico sentido que la esquemática procesal de la Ley 906 de 2004 ha contemplado, sino en lo que se denomina elementos materiales probatorios, evidencia física e informes compilados por la Fiscalía.
Bien se ha resaltado el carácter vinculante que tiene el allanamiento o acuerdo para el juez y para los sujetos procesales, de manera que si la sentencia se aviene al mismo y no hay quebranto de garantías, resulta inaceptable retractarse a través del empleo de los recursos ordinarios y extraordinario de casación por carecerse de interés  jurídico para ello.” 

Igualmente, la Corte Suprema de Justicia puntualizó que una forma de retractación tácita del allanamiento se da por la vía del derecho ejercicio del derecho de impugnación, cuando se discuten aspectos que, con énfasis en lo fáctico, tienen que ver con las categorías sustanciales de las cuales depende la afirmación de la responsabilidad penal. Sobre el particular, mediante el AP 31 ene. 2017, rad. 49.411, textualmente expuso: 

“Impera recordar que mediante un preacuerdo el procesado aceptó en forma libre, consciente y voluntaria su responsabilidad frente al delito comunicado por el ente investigador, razón por la que una vez verificado por el Juez de Conocimiento la incolumidad de los derechos de la parte pasiva de la acción penal, como ocurrió en este evento, es improcedente la retractación de ese acto unilateral.

En efecto, constituye presupuesto para recurrir la decisión judicial que el sujeto procesal haya sufrido un perjuicio en su situación jurídica con la misma, de ahí que si al procesado se le han atendido sus pretensiones, como cuando el fallo se dicta con apego a los cargos aceptados mediante el allanamiento a los mismos en cualquiera de las oportunidades que este puede presentarse, o con sujeción a los acuerdos realizados en la llamada justicia consensuada, no es admisible que luego pretenda cuestionar los aspectos de tipicidad y responsabilidad penal que de manera libre y voluntaria aceptó.” (Subrayas nuestras)
4.6.5. Así las cosas, la actuación del profesional del derecho que asistió al procesado no puede calificarse como violatoria del derecho a la defensa del accionante con sustento exclusivo en su inconformidad con los resultados obtenidos, luego de que aceptara los cargos de manera libre y voluntaria. En tal virtud, no es posible atribuirle al defensor  ni a las autoridades involucradas en el proceso ordinario, ninguna actuación u omisión violatoria de esa garantía constitucional.

4.6.6. Igualmente, para que la acción de tutela resulte ser procedente frente a una providencia judicial, es necesario que la parte actora identifique los hechos que generaron la vulneración de los derechos, y que los mismos los hubiere alegado en instancia, lo que en este asunto no sucedió.  Al respecto  se tiene que “Si bien la acción de tutela fue diseñada para que el ciudadano corriente concurriera en la defensa de sus derechos de modo inmediato y sin necesidad de hacerse representar por abogado, para el caso concreto contra providencias acontece el escenario de la sofisticación: la proposición y la defensa de la vía de hecho es hoy una técnica muy sofisticada, que utiliza un lenguaje propio y que se despliega en un gran número de reglas jurisprudenciales. Por eso la proposición de la vía de hecho, se ha vuelto cada vez más formal, resultando necesaria: la presentación precisa de los hechos, de modo que se evidencia claramente la violación de los derechos fundamentales; la especificación de los derechos vulnerados, y más precisamente, la identificación del defecto o de la causal especial de procedibilidad que ha configurado propiamente la vía de hecho”
.   (Subrayado fuera de texto). 

4.6.7. Además, el principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que:  “el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error. En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.
”

4.6.8. Por las razones antes expuestas no se cumple el requisito de procedencia del amparo solicitado, y en tal virtud, la acción impetrada busca convertirse en una especie de instancia adicional para debatir nuevamente lo relacionado con la validez de la determinación que se ha adoptado, luego del allanamiento a los cargos hecho por el señor Correa Cardona, por lo que de admitirse la discusión propuesta en la demanda, sería desconocer los principios que orientan la actividad de los jueces ordinarios de independencia y sujeción exclusiva a la ley previstos en los artículos 228 y 230 de la Carta Política, así como  los del juez natural y las formas propias del juicio contenidas en el artículo 29 de la Norma Superior.  

Por lo discurrido a lo largo de este proveído, el amparo invocado es improcedente.

DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el señor Luis Albeiro Correa Cardona en contra del Juzgado 2º Penal del Circuito y de la Fiscalía 1ª Especializada, ambos de Pereira.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Corte Constitucional. Sent. T-231 de 1994 


� Corte Constitucional. Sentencia T-600 de 2002. 


� Corte Constitucional. Ver, por ejemplo, la sentencia T-046 de 1995, reiterada en las sentencias T-722 de 2014 y T-572 de 2015, entre otras. La Corte analizó en esta decisión el caso de una empresa industrial y comercial del Estado, cuyos empleados son trabajadores oficiales, y a pesar de no estar obligada a hacerlo, realiza un concurso de méritos para proveer un cargo. El actor obtiene el primer lugar entre los participantes y es nombrado provisionalmente en el cargo, mediante contratos temporales. Posteriormente, se le informó que no había partida presupuestal para su nombramiento y, finalmente, en su lugar se nombró a otra persona que no había participado en el concurso. La Sala encontró que las acciones contencioso administrativas no eran idóneas para proteger los derechos del actor y procedió a tutelar sus derechos por considerar que la administración había desconocido el principio de buena fe, al iniciar un procedimiento de concurso y posteriormente, no haber proveído el cargo de conformidad con sus resultados.   


� Corte Constitucional. Sentencias T-100 de 1994, T-256 de 1995, T-325 de 1995, T-455 de 1996, T-459 de 1996, T-083 de 1997, SU-133 de 1998 y T-247 de 2015, entre otras.


� Corte Constitucional. Sentencia T-225 de 1993, reiterada en la sentencias T-082 de 2016 y T-095 de 2016, entre otras: según esta sentencia el perjuicio irremediable se caracteriza i) por ser inminente, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente; ii) por ser grave, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y iv) porque la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.


� Corte Constitucional.  Sentencia T-145 de 2012 y T-082 de 2016, entre otras.


� Sentencias T-225 de 1993, T-436 de 2007, T-016 de 2008, T-1238 de 2008, T-273 de 2009,  � HYPERLINK "http://www.lexbase.biz/lexbase/jurisprudencia/tutelas/corte%20constitucional/2010/T0660de2010.htm" \o "Haga clic para abrir la Sentencia T-660 de 2010" �T-660 de 2010� y T-082 de 2016, entre otras.


� Corte Constitucional.  Sentencia T-1316 de 2001, MP: Rodrigo Uprimny Yepes.


� Minuto registro 13:08:00


� Minuto registro 23:48:00 – 23:55:00


� Artículo 37 B numeral 4° del Decreto 2700 de 1991, artículo 40 de la ley 600 de 2000 y 293 de la ley 906 de 2004.


�Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Providencia del dieciocho de abril del año dos mil siete. Proceso # 27159. M. P.  MAURO SOLARTE PORTILLA.


� Auto Penal del 28 de agosto de 2013 rad. 39.566 


� La Acción de Tutela. El amparo en Colombia. Manuel F. Quinche Ramírez. Editorial Temis. Bogotá. Año 2011. Pag 253 y 254. 


� Corte Constitucional Sentencia T-332 de 2006





Página 14 de 14

